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RV: Rad. 11001334306120220009000 - CONTESTACIÓN DEMANDA

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 29/08/2022 15:08

Para: Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: FERNANDO ROJAS LOZANO <fernando.rojas@inpec.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro
del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: FERNANDO ROJAS LOZANO <Fernando.rojas@inpec.gov.co>

Enviado: lunes, 29 de agosto de 2022 2:11 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Zully Maricela Ladino Roa <zmladino@procuraduria.gov.co>; notjudicialppl@fiduprevisora.com.co <notjudicialppl@fiduprevisora.com.co>; ALVAROCAPELLA@hotmail.com
<ALVAROCAPELLA@hotmail.com>; notificacionesjudiciales@caprecom.gov.co <notificacionesjudiciales@caprecom.gov.co>; PAOLA CASTAÑEDA
<notificacionesjudiciales@medicinalegal.gov.co>; buzonjudicial@uspec.gov.co <buzonjudicial@uspec.gov.co>

Asunto: Rad. 11001334306120220009000 - CONTESTACIÓN DEMANDA
 
Doctora 
EDITH ALARCÓN BERNAL
JUEZ 61 ADMINISTRATIVO SECCIÓN  TERCERA ORAL BOGOTÁ
E.                                                        S.                                                     D.
 
REFERENCIA:                   CONTESTACIÓN DEMANDA
PROCESO:                        11001334306120220009000
MEDIO DE CONTROL:     REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTE:                            DELFA DE JESUS GUTIERREZ GUERRERO Y OTROS
DEMANDADO:                  INSTITUTO.NACIONALPENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC
     
FERNANDO ROJAS LOZANO,  actuando en mi calidad de apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, conforme al poder conferido
por la Directora (E) de la Regional Central del INPEC, procedo ante su Honorable Despacho a presentar CONTESTACIÓN DE DEMANDA, encontrándome
dentro del término legal y de conformidad con lo preceptuado en el Artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 y normas concordantes.



Atentamente,



FERNANDO ROJAS LOZANO 

Responsable Grupo de Demandas y Conciliaciones Regional Central

Carrera 10 Nº 15-22 / Piso 10 Edificio Dansocial - Bogotá D.C.

Email: Fernando.rojas@inpec.gov.co

Celular: 3214562325




 6. Contrato 145 29 marzo 2019 Fiducia Mercanti...

 5. HOJA DE VIDA PPL URSOLA GUTIERREZ YAISSO…

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD. Este mensaje y los archivos electrónicos adjuntos, están destinados a ser utilizados únicamente por los destinatarios
autorizados y puede contener información confidencial cuya divulgación sin autorización no está permitida, conforme a lo previsto en la
Constitución Política de Colombia y en la Política de Seguridad de la Información PA-TI-PL01 del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -
INPEC.  El que ilícitamente sustraiga, suplante, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o impida esta comunicación, antes de que llegue a su
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destinatario, estará sujeto a las sanciones penales correspondientes. Si por error recibe este mensaje, por favor contacte en forma inmediata a quien
lo envió y borre este material de su buzón. 
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Doctora   
EDITH ALARCON BERNAL 
JUEZ 61 ADMINISTRATIVO SECCIÓN  TERCERA ORAL BOGOTÁ 
E.                                  S.                                                D. 
  
REFERENCIA:                 CONTESTACIÓN DEMANDA 
PROCESO:                        11001334306120220009000 
MEDIO DE CONTROL:     REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE:                 DELFA DE JESUS GUTIERREZ GUERRERO Y OTROS 
DEMANDADO:                  INSTITUTO.NACIONALPENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC  
       
FERNANDO ROJAS LOZANO, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
1.083.875.350 de Pitalito - Huila, y con Tarjeta Profesional No. 252.571 del Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando en mi calidad de apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - 
INPEC, conforme al poder conferido por la Directora (E) de la Regional Central del INPEC, 
procedo ante su Honorable Despacho a presentar CONTESTACIÓN DE DEMANDA, 
encontrándome dentro del término legal y de conformidad con lo preceptuado en el Artículo 175 
de la Ley 1437 de 2011 y normas concordantes. 
 

I. SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 

En consideración a los fundamentos de hecho y de derecho que se aportan al proceso y por las 
razones que expongo a través de esta contestación, me opongo a todas y a cada una de las 
pretensiones de la demanda, en cuanto a que el INPEC no es administrativa, ni patrimonial, ni 
extracontractualmente responsable por el daño antijurídico y/o perjuicios causados a los 
demandantes con ocasión al fallecimiento del  señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d) 
mientras se encontraba recluido en el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad 
y Carcelario con Alta Seguridad de Combita – Boyacá, y como consecuencia de ello no debe ser 
condenado a pagar ninguna suma patrimonial a los demandantes, por lo que de manera 
respetuosa solicito al Honorable Despacho, se sirva no acceder a las mismas, por las razones 
jurídicas que más adelante demostraré. 

 
II.  EN CUANTO AL ACAPITE DE LOS HECHOS. 

 
A LOS HECHOS PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO Y CUARTO: SON CIERTOS, de 
conformidad con los soportes aportados en el traslado de la demanda. 
 
AL HECHO QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO, en que: 
 
ES CIERTO, que al momento del fallecimiento del señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez 
(q.e.p.d), se encontraba recluido en Establecimiento Penitenciario, en atención a Orden Judicial y 
para la fecha de los hechos se encontraba recluido en el Establecimiento Penitenciario de Alta y 
Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Combita – Boyacá. 
 
NO ES CIERTO,  que ingreso en óptimas condiciones, pues su en el examen de ingreso se dejan 
algunas observaciones referentes a limitación parcial del codo y hombro derecho, una hernia 
umbilical y una disfonía progresiva. 
 
AL HECHO SEXTO: ES PARCIALMENTE CIERTO, en que: 
 
ES CIERTO, lo relacionado con las patologías indicadas, toda vez que las mismas se encuentran 
relacionadas en la Historia Clínica del Hospital San Rafael de Tunja. 
 
NO ES CIERTO,  que haya ingresado con un cuadro de una semana de evolución, toda vez que 
en la historia clínica del Hospital Clínica de fecha 28 de septiembre de 2019, se indicó que el 
cuadro era de cinco (5) días, no de una semana como lo afirma la parte demandante. 
 
 AL HECHO SEPTIMO: NO ES UN HECHO, corresponde a una apreciación que realiza el 
apoderado de la parte de demandante, en atención los registros de la Historia Clínica del Hospital 
San Rafael de Tunja.  
 
A LOS HECHOS OCTAVO, NOVENO, DECIMO, DECIMO PRIMERO, DECIMO SEGUNDO, 
DECIMO TERCERO, DECIMO CUARTO, DECIMO QUINTO Y DECIMO SEXTO: SON CIERTOS, 
de conformidad con la Historia Clínica del Hospital San Rafael de Tunja. 
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A LOS HECHOS DECIMO SEPTIMO Y DECIMO OCTAVO: NO ES UN HECHO, corresponden a 
una conclusión o apreciación que realiza el apoderado de la parte de demandante, en atención los 
registros de la Historia Clínica del Hospital San Rafael de Tunja.  
 
Con relación a las presuntas condiciones de salubridad manifestadas por el apoderado de la parte 
demandante, es pertinente indicar al Despacho que, de conformidad con lo manifestado por el 
área de sanidad del Establecimiento de Combita, en correo electrónico de fecha 12 de octubre de 
2021, dirigido a la Dirección del Establecimiento, se indicó lo siguiente:  
 

“(…) Dando alcance al correo remitido el día de ayer 11/10/2021 desde sanidad, con 
relación al interno YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ; nos permitimos indicar que 
de acuerdo al Informe de casos de TB (Tuberculosis) allegado en la fecha por el Ente 
Territorial de Salud, para el mes de septiembre de 2019 únicamente fue reportado el caso 
del interno en cita. Es procedente señalar que el evento fue reportado por el Hospital San 
Rafael de Tunja directamente a la Secretaria de Salud de Boyacá, toda vez que la 
detección la realizó el hospital. 
 
De conformidad con lo antes mencionado, desde el ERON no se reportó la detección de 
ningún caso de TB para el mes de septiembre de 2019. 
 
Se anexa pantallazo del informe de casos de TB para el año 2019 (emitido por el Ente 
Territorial de Salud) correspondiente al Establecimiento de Reclusión de Cómbita. (…)”. 
Negrilla subrayada fuera de texto. 

 
Ahora bien, es procedente reiterar y realizar la anterior aclaración al Despacho, sobre la presunta 
epidemia de Tuberculosis en el Establecimiento de Combita, para la fecha en que falleció el señor 
Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), pues de conformidad con el reporte presentado por la Dirección de 
Promoción y Prevención de la Secretaria de Boyacá, en el año 2019 se presentaron cuatro (4) 
casos referentes a Tuberculosis en el Establecimiento de Combita, en los periodos de 08 de 
febrero de 2019, 23 de septiembre de 2019, 09 de octubre de 2019 y 20 de noviembre de 2019, es 
decir, NO se tenía conocimiento de Tuberculosis dentro del Establecimiento para la fecha en la 
cual se presentó la novedad con el señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), por lo 
anterior y como bien lo manifiestan en el correo electrónico de fecha 12 de octubre de 2021, el 
caso fue reportado directamente por el Hospital San Rafael de Tunja a la Secretaria de Salud de 
Boyacá, toda vez que fue en esta Entidad, en la cual se detecto. 
 
De igual forma, es importante indicar al Despacho, que una vez el INPEC tuvo conocimiento sobre 
el presunto contagio de Tuberculosis del señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), 
adopto las medidas correspondientes a prevenir el contagio de tuberculosis, como bien se indica 
en  correo electrónico desde Área de Sanidad del Establecimiento de Combita, quienes indican: 
 

“(…)   

Entre las medidas adoptadas para prevenir contagios de TB, se realizó por nexo 
epidemiológico la toma de muestra para Baciloscopia seriada más cultivo al interno que era el 
convive del interno URSOLA GUTIERREZ, quien para esa época fue el interno JUAN 
BAUTISTA VEGA PEREZ.  Al interno VEGA PEREZ, le fue realizado el análisis de 
Baciloscopia seriada 03 muestras, para las cuales el Laboratorio COLCAN reportó que no se 
observaron Bacilos Acido Alcohol Resistentes - BAAR en las 03 muestras analizadas;  así 
mismo, el Laboratorio reportó NEGATIVO el cultivo para Mycobacterias en medio sólido.  (Se 
adjunta copia del resultado de Baciloscopia seriada más cultivo). 

En este punto, es procedente indicar que desde el correo de la Junta de Patios, con fecha 
24/08/2022 se reporta la ubicación del PPL YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ, donde 
se evidencia que para el mes de septiembre de 2019, en la Celda 130 - Patio 03 - Pasillo 3a; se 
encontraban (03) internos asignados a esa celda; pero al indagar al interno ANLLYN DAVID 
HERNANDEZ MONTOYA, el interno refiere que en el año 2019 se encontraba en el patio 06, y 
que no conoció ni por nombre ni por alias al privado de la libertad YAISSON ESMITH URSOLA 
GUTIERREZ; la información suministrada por el interno quedó registrada en la valoración 
médica realizada en el área intramural el día 25/08/2022.  (Se adjunta copia de la información 
enviada por la Junta de Patios, y copia de la valoración médica del interno HERNANDEZ 
MONTOYA). 
 
(…)”. 

 
Lo anterior se encuentra soportado con el reporte de la Junta de asignación de patios, donde se 
pueden validar que los señores JUAN BAUTISTA VEGA PEREZ y ANLLYN DAVID HERNANDEZ 
MONTOYA, eran quienes compartían celdas con el señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez 
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(q.e.p.d), y que los resultados de las pruebas realizadas al señor Vega Pérez, tuvieron reporte 
negativo. Mientras que el señor Hernández Montoya, indico que no había conocido al señor 
Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d). 
 
Con lo anterior, se encuentra razón en el registro de la Historia Clínica, en la cual el Medico  
 

“(…) 
No se realiza certificado de defunción porque: Muerte natural sin diagnóstico claro (requiere 
autopsia clínica) 
(Se realiza) orden de necropsia. 
Tiempo entre el ingreso y el fallecimiento fue de: 2 días, 6 horas, 28 minutos. 
 

(…)”. Negrilla subrayada fuera de texto. 
 
 
AL HECHO DECIMO NOVENO: NO ME CONSTA este hecho indicado por la parte actora. 
 
A LOS HECHOS VIGESIMO Y VIGESIMO PRIMERO: SON CIERTOS, de conformidad con los 
soportes aportados en el traslado de la demanda. 
 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Constitución Política de Colombia artículo 29, Ley 65 de 1993 Código Penitenciario y Carcelario, 
Ley 1564 de 2012, Ley 1409 de 2014, Ley 1437 de 2011, Ley 1564 de 201 y demás normas 

concordantes. 

 
IV. RAZONES DE LA DEFENSA- EXCEPCIONES 

 
 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 
 
El artículo 121 de la Constitución Política de Colombia, establece: 

 
“(…) Artículo 121: Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que 
le atribuyen la Constitución y la ley. (…).” 

 
La Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 3 del decreto 2636 de 2004, establece: 

 
“Artículo 14: Corresponde al Gobierno Nacional por conducto del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario, la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta a través de 
una sentencia penal condenatoria, el control de las medidas de aseguramiento, del mecanismo 
de seguridad electrónica y de la ejecución del trabajo social no remunerado. 

 
En atención a lo anterior, la misión Institucional del INPEC se contrae al desarrollo de funciones 
de custodia y vigilancia de los internos puestos a disposición de los Centros Penitenciarios, ya 
sean como condenados o sindicados; lo anterior en aras al cumplimiento de órdenes judiciales.  
 
Para realizar una mejor explicación de la defensa planteada, me permito hacer la siguiente 
exposición en una línea de tiempo normativa; así:  
 
En lo que respecta con las personas privadas de la libertad a cargo del INPEC, desde el año 2009 
estuvieron afiliadas al Sistema General de Seguridad Social en Salud, de conformidad con el 
Literal m, Artículo 14 de la Ley 1122 de 2007. A su vez, esta norma fue reglamentada por los 
Decretos 1141 de 2009, 2777 de 2010 y 2496 de 2012, los cuales establecieron que: 
 

“Las personas que no tienen recursos para afiliarse al régimen contributivo, son afiliadas a una 
EPS del régimen subsidiado, de naturaleza pública del orden nacional (CAPRECOM). Los 
recursos para financiar los servicios de salud, son aportados por FOSYGA. CAPRECOM 
garantiza la atención de primer nivel al interior de los ERON (todos los internos) y las de mayor 
complejidad a través de la red externa contratada para tal fin para sus afiliados. Quienes tienen 
capacidad de pago, pueden afiliarse a cualquier EPS del régimen contributivo; quienes tienen 
derecho a los servicios de salud de los regímenes exceptuados (fuerzas armadas, magisterio, 
Ecopetrol), pueden continuar con esos servicios en tanto cumplan con los requisitos 
establecidos para esos regímenes especiales. Las atenciones no contenidas en el Plan 
Obligatorio de Salud, son cubiertas por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, 
USPEC, a través de una póliza de seguros NO POS contratada con QBE Compañía de 
Seguros” 
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En consecuencia; el Decreto 4150 de 2011, “Por el cual se crea la Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios - SPC, se determina su objeto y estructura”, el Presidente de la 
República, escindió algunas funciones que tenía el INPEC, dejándolo en cabeza de esa nueva 
entidad y consecuentemente se le facultó para gestionar y operar la prestación de servicios de 
salud a la población reclusa tal cual se establece en el artículo 4 ibídem; a saber: 
 

“Artículo 4°. Objeto. La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC, tiene como 
objeto gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la 
infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado 
funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario - INPEC.”. 

 
Con lo anterior se deja acreditado que la USPEC, tiene la competencia legal desde el año 2011 de 
contratar los servicios de salud y adquirir los elementos que se requieran para el cometido en la 
privación de la libertad, pues con el Decreto en mención esta función se escindió al INPEC. 
 
Adicionalmente con el Decreto 2496 de 2012, se establecieron normas para la operación del 
aseguramiento en salud de la población reclusa, y en el inciso final de su parte considerativa 
estableció que: 
 

“Para garantizar la afiliación de la población reclusa a cargo del INPEC al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, se deben dictar normas orientadas a la reorganización del 
aseguramiento, correspondiéndole a dicho Instituto hacer el seguimiento y control del 
aseguramiento de los afiliados y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (SPC), 
en el marco de las funciones señaladas en el Decreto-Ley número 4150 de 2011, la asignación 
de la Entidad o Entidades Promotoras de Servicios de Salud que afiliarán dicha población al 
Régimen Subsidiado. ” 

 
Así las cosas y en aras de buscar la universalidad del aseguramiento de la población a cargo del 
INPEC, el Decreto 2496 de 2012, ordena: 
 

“ARTÍCULO 9°. Establece "La financiación del aseguramiento en salud de la población reclusa 
afiliada al Régimen Subsidiado a cargo del INPEC se realizará con recursos del Fondo de 
Solidaridad y Garantía (FOSYGA), mediante el proceso de liquidación mensual de afiliados. El 
cálculo del monto a girar mensualmente a cada Entidad Promotora de Salud se realizará 
teniendo en cuenta los registros de afiliados cargados en la Base de Datos Única de Afiliados 
(BDUA) o en el instrumento que la sustituya, por el valor de la UPC que para la población 
reclusa a cargo del INPEC, determine la autoridad competente". 

 
De igual forma en el parágrafo único del artículo 13, dispone: 
 

“la Entidad Promotora de Salud-EPS que se encuentre garantizando la afiliación y 
prestación de servicios de salud a la población reclusa, no cesará en su responsabilidad 
hasta tanto se culmine el procedimiento de afiliación y traslado aquí dispuesto. 
(Subrayado y negrilla fuera del texto). 

 
En este sentido se refería a la EPS CAPRECOM la cual venía prestando los servicios de salud a 
la población privada de la libertad a cargo del INPEC.  
 
Es de anotar que la normatividad aquí expuesta y vigente para su fecha permitió que la EPS 
CAPRECOM prestara los servicios de salud para las personas privadas de la libertad a cargo del 
INPEC hasta el mes de diciembre del año 2015.  
 
Posteriormente, la Ley 1709 de 2014, crea un nuevo modelo de aseguramiento en salud, 
ordenando la conformación de un fondo como cuenta especial de la Nación, a ser administrada 
mediante fiducia, suscribiendo contrato de Fiducia Mercantil No. 363 de 2015 con el Consorcio 
Fondo de Atención en Salud PPL 2015, (integrado por las Sociedades Fiduprevisora S.A. y 
Fiduagraria S.A.). 
 
La USPEC, celebró con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 mediante la 
modalidad de contratación directa, el Contrato de Fiducia Mercantil No 331 de 2016, suscrito entre 
la Directora General de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y el Consorcio 
Fondo de Atención en Salud PPL 2017 dio continuidad con la administración del Patrimonio 
Autónomo Fondo Nacional de Salud a la Población Privada de la Libertad, y tuvo como objeto: 
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“ADMINISTRACIÓN Y PAGOS DE LOS RECURSOS DISPUESTOS POR EL 
FIDEICOMITENTE EN EL FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS 
DE LA LIBERTAD. CLAUSULA SEGUNDA.- ALCANCE DEL OBJETO: Los recursos del 
FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD que 
recibirá LA SOCIEDAD FIDUCIARIA deben destinarse a la celebración de Contratos derivados 
y pagos necesarios para la prestación de los servicios en todas sus fases de la PPL a cargo del 
INPEC, en los términos de la Ley 1709 de 2014 y de conformidad con el MODELO DE 
ATENCION EN SALUD, contenido en la Resolución 3595 de 2016, los MANUALES TECNICO 
ADMINISTRATIVOS y las recomendaciones del CONSEJO DIRECTIVO DEL FONDO 
NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD, y las instrucciones 
impartidas por el COMITÉ FIDUCIARIO y específicamente para:…4. Contratación de la 
prestación de los servicios de apoyo diagnóstico y terapéutico que se requiera para 
complementarla la oferta de servicios de salud…todo lo anterior con la coadyuvancia que 
efectúe la USPEC, el INPEC y las entidades territoriales para la implementación de los 
lineamientos anteriormente mencionados.” 

 
Lo anterior bajo los parámetros de las Leyes 1450 de 2011 y 1751 de 2015 en sus Artículos 154 y 
15 respectivamente.  
 
La cláusula 3 del contrato de Fiducia Mercantil No. 331 del 27 de diciembre de 2016, 
“Obligaciones del Contratista”, en su numeral 5 señala: 
 

“5. Contratar los prestadores de servicios de salud para la PPL, privados, públicos o 
mixtos para la atención intramural y extramural, de baja, mediana y alta complejidad, de 
acuerdo con el Modelo de Atención complementaria en la Resolución 3595 de 2016, y las 
recomendaciones del CONSEJO DIRECTIVO y con lo establecido en el Alcance del 
Objeto del presente contrato” 

 
De igual forma, la USPEC, celebró con el CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 
2019 mediante la modalidad de contratación directa, el Contrato de Fiducia Mercantil No. 145 de 
29 de marzo de 2019, suscrito entre la Directora General de la Unidad de Servicios Penitenciarios 
y Carcelarios USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, que dio continuidad 
con la administración del Patrimonio Autónomo Fondo Nacional de Salud a la Población Privada 
de la Libertad, tiene como objeto: 
 

“ADMINISTRACIÓN Y PAGOS DE LOS RECURSOS DISPUESTOS POR EL 
FIDEICOMITENTE EN EL FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS 
DE LA LIBERTAD. CLAUSULA SEGUNDA.- ALCANCE DEL OBJETO: Los recursos del 
FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD que 
recibirá LA SOCIEDAD FIDUCIARIA deben destinarse a la celebración de Contratos derivados 
y pagos necesarios para la prestación de los servicios en todas sus fases de la PPL a cargo del 
INPEC, en los términos de la Ley 1709 de 2014 y de conformidad con el MODELO DE 
ATENCIÓN EN SALUD, contenido en la Resolución 3595 de 2016 del Ministerio de Salud y 
Protección Social, los MANUALES TÉCNICO ADMINISTRATIVOS y las decisiones  del 
CONSEJO DIRECTIVO DEL FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LA LIBERTAD, y específicamente para: 
 
(…) 4. Contratación de las intervenciones colectivas e individuales en salud pública, 
enmarcadas bajo los lineamientos que en materia de salud pública expedida por el Ministerio 
de Salud y Protección Social, así como la atención, adopción e implementación de las Guias de 
Manejo y Protocolos emanados por el Ministerio de Salud y Protección Social, (…)”. 
 
 
de la prestación de los servicios de apoyo diagnóstico y terapéutico que se requiera para 
complementarla la oferta de servicios de salud…todo lo anterior con la coadyuvancia que 
efectúe la USPEC, el INPEC y las entidades territoriales para la implementación de los 
lineamientos anteriormente mencionados.” 

 

Así mismo, en la cláusula 3 del contrato de Fiducia Mercantil No. 145 de 29 de marzo de 2019, 
relacionada con las “OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA”, se estableció: 
 

“(…) Obligaciones relacionadas con la contratación de bienes y servicios. (…)” 5. 
Contratar los prestadores de servicios de salud para la PPL, privados, públicos o mixtos para la 
atención intramural y extramural, de baja, mediana y alta complejidad, de acuerdo con el 
Modelo de Atención, las recomendaciones del CONSEJO DIRECTIVO y todo lo establecido en 
el Alcance del Objeto del presente contrato.(…)”. 
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Por todo lo anterior, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, desde el año 2009 no 
tiene a su cargo la prestación de los servicios de salud para la población privada de la libertad, 
entonces la responsabilidad en la adecuada y oportuna prestación de este servicio durante este 
período, estuvo en cabeza de: 
 
1. CAPRECOM - Por virtud de la ley (años 2009 a 2015)  
2. CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2015; contrato N° 363 de 2015 (año 
2016). 
3. CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017; contrato N° 331 de 2016  
4. CONSORCIO FONDO DE ATENCION EN SALUD PPL 2019; contrato No 145 de 29 de marzo 
de 2019 cuyo objeto es la administración y pago de los recursos dispuestos por el fideicomitente 
para la atención integral y la prevención de enfermedades de las personas privadas de la libertad.  
 
Es de resaltar que quien realiza la contratación de la prestación de los servicios de salud es la 
Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, conforme al Decreto 4150 de 2011 y 
mediante el Decreto 2496 de 2012 se dispuso que esa unidad determinaría la EPS a la que se 
afiliaría la población carcelaria.  
 
Bajo esa perspectiva; es preciso es indicar que el INPEC NO es la entidad encargada de prestar 
los servicios de salud en los establecimientos Carcelarios y Penitenciarios a la población reclusa 
en virtud de la relación contractual existente. Sin embargo, es importante precisar que, como se 
puede evidenciar en los registros Minutas de Servicio e Historia Clínica, al señor Yaisson Esmith 
Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), se le presto y garantizo la atención médica y el servicio de salud, de 
manera permanente y eficiente dentro del Establecimiento Penitenciario. 

 
INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL DE CAUSALIDAD 

 
Como se ha indicado en la jurisprudencia y en la doctrina, que señalan que para que opere la 
responsabilidad contra el Estado, es imperativo se confluyan tres elementos; a saber: 1.- falla en 
el servicio, 2.- Nexo de causalidad y 3.- El daño y/o perjuicio antijurídico imputable al agente 
generador, que no se acredita en el caso, porque simplemente no ocurrió. 
 
Sobre el particular, el nexo de causalidad es un elemento común a todo tipo de responsabilidad, 
en cuanto constituye el puente que une un hecho, bien sea por acción u omisión, a un daño 
antijurídico o menoscabo que una persona sufre y que como tal, al ser contrario a una norma o 
violatorio al ordenamiento jurídico, nace a partir de allí la obligación de reparar o indemnizar en 
cabeza de quien se atribuye el juicio de responsabilidad. 
 
En el caso concreto, no se evidencia que exista ese vínculo con el cual se pueda imputar una 
acción u omisión de las obligaciones Constitucionales y Legales establecidas al Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC, pues como se ha indicado en el libelo del presente escrito, la 
Obligación relacionada con la prestación de los servicios de Salud dentro de los Establecimientos 
Penitenciarios a cargo del INPEC, desde el año 2009 no se encuentran a su cargo.  
 
Razón por la cual, no existe relación directa entre los hechos y una conducta omisiva del 
INPEC; además para que dicha omisión pueda tener relevancia jurídica ante una posible 
responsabilidad, se requiere establecer que se conocía con anterioridad la posibilidad de que se 
presentara el hecho en la forma en que se produjo, es decir, en las condiciones de tiempo, 
modo y lugar, y que a pesar de ello y no podría haberla, porque hasta donde se recuerde, 
no hay manifestación en el sentido de que el Estado quisiera y propiciara la realización de 
estos hechos. 
 
Por tanto se demuestra una INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN, ya que la misma surge 
como resultado de las anteriores, toda vez que, si no hay causa legal que le de soporte a la 
acción incoada por el demandante no hay obligación de asumir los conceptos demandados. 
 
Sin embargo, es de precisar al Despacho que, una vez validada la Historia Clínica allegada por el 
Establecimiento de Combita, se evidencia que al señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez se le 
presto y garantizo la atención médica, y que de acuerdo a las competencias del INPEC, en 
atención a las instrucciones de los profesiones que prestan los servicios de salud dentro del 
Establecimiento, se permitió y realizó el traslado del PPL a establecimiento de salud externo. 
 
Por lo anterior, en el estudio no existe relación de causalidad entre la falla o falta de la 
administración y el daño causado, pues la Administración en ningún momento ha contribuido a la 
producción del daño.  Desde ningún punto de vista podemos hablar de falla del servicio.  El daño 
causado NO es el efecto o el resultado de la falla del servicio. 
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FALTA DE DEMOSTRACIÓN PROBATORIA DE LOS HECHOS Y DEL DAÑO 
 
El apoderado de la parte demandante, manifiesta que el fallecimiento del señor Yaisson Esmith 
Ursola Gutiérrez (q.e.p.d) se originó por múltiples fallas en la prestación del servicio, mientras se 
encontraba recluido en el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario 
con Alta Seguridad de Combita – Boyacá; sin embargo no aporta pruebas que permitan evidenciar 
de manera concreta, cuáles fueron las acciones y omisiones de acuerdo a las competencias 
legales y constitucionales en las cuales incurrió u omitió el INPEC. 
 
Contrario a esto, se puede evidenciar que el INPEC de acuerdo con sus funciones legales, 
salvaguardo la vida e integridad del señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d) mientras 
estuvo bajo su custodia. Ahora bien, las presuntas fallas relacionadas con el servicio de salud no 
son competencia del INPEC; sin embargo, se evidencia que este servicio le fue garantizado de 
manera permanente al interior del Establecimiento Penitenciario. 
 
Es importante precisar al Despacho que, una vez validada la Hoja de Vida o Expediente 
Administrativo del señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), se encuentran los 
siguientes soportes: 
 
- Soporte en la Historia Clínica, en fecha 28 de septiembre de 2019 a las 10:15, en la cual luego 

de la valoración por parte del médico de turno, registra “VALORACIÓN POR MEDICINA 
INTERNA URGENTE”. 

 
- Luego se puede evidenciar, formato de Remisiones Judiciales, de fecha 28 de septiembre de 

2019 a las 11:30, suscrito por el Director del Establecimiento, la Responsable del Área 
Jurídica, el Comandante Custodia y Vigilancia y el Programador de Remisiones, en la cual se 
autoriza remitir al señor  Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), al Hospital San Rafael 
de Tunja.  

 

- Igualmente, se puede evidenciar registro en la Minuta de Servicio del Establecimiento, en 
fecha 28 de septiembre de 2019 a las 12:17, en la cual se hace relación a la salida del señor  
Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), previa reseña y bajo custodia de dos 
dragoneantes. 1 

 

Con lo anterior, se puede demostrar que el INPEC en el presente caso, actuó de forma 
eficiente y diligente de acuerdo a sus competencias, pues una vez tuvo conocimiento del 
estado de salud del señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), procedió realizar los 
trámites administrativos internos, con el fin de trasladar de manera Segura y Urgente al interno, 
para el Hospital San Rafael de Tunja, donde ingreso a esta Entidad en fecha 28 de septiembre de 
2019, a las 13:02 horas, de conformidad con lo registrado en la Pagina 1 de la Historia Clínica 
aportada en el traslado de la Demanda.   
 
Con relación a lo anterior, respetuosamente esta defensa hace referencia a Sentencia del 29 
de abril de 2021, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en proceso bajo 
radicado 11001-33-43-065-2016-00179-01, Magistrado Ponente, Doctor Juan Carlos garzón 
Martínez; en el cual trata sobre hechos similares y realizo el siguiente pronunciamiento: 
 

“(…) En el caso concreto, tenemos que la parte demandante alega que la entidad no cumplió 
con sus obligaciones y no prestó la atención de salud de manera adecuada y oportuna al 
señor EDGAR ANDRÉS MEJÍA CORTES. 
 
Ahora bien, lo primero que advierte la Sala es que de las pruebas recaudadas no está 
demostrada la falta de control médico, ni tampoco se encuentra probado que el señor 
Mejía Cortes hubiese realizado manifestación alguna frente a alguna dolencia que le 
aquejara y que la entidad demandada no atendiera sus peticiones o hubiese impedido 
acceder a los servicios de salud. 
 
Si bien en el plenario esta demostrado que al ingresar al centro penitenciario tenía un 
resfriado común, no encuentra la Sala que entre el resfriado que presentaba al ingresar y la 
afección por la cual acudió a los servicios médicos –la cual culminó en una falla 
multiorgánica- haya una relación que permita imputar el daño que se pretende a la entidad 
demandada. 
 
En segundo lugar, encuentra la Sala que, según las documentales aportadas, el señor 
Edgar Andrés Mejía fue atendido por médicos de CAPRECOM que laboraban al interior 

                                                           
1
 Hoja de Vida PPL Ursola Gutierrez Yaisson Esmith Paginas 23,25,26 y 29. 
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del Centro Penitenciario únicamente el día 28 de diciembre de 2013, quienes una vez 
valoraron al paciente, ordenaron su remisión a una Unidad de Cuidados Intensivos, 
procediéndose y gestionándose su traslado por parte de la entidad demandada el 
mismo día 28 de diciembre de 2013, es decir, una vez los galenos adscritos a 
CAPRECOM expidieron remisión a un centro médico, por lo cual, tampoco se 
evidencia un retardo o demora es gestionar su traslado. 
 
En ese sentido, de un análisis al material probatorio no encuentra la Sala una falencia 
en la prestación del servicio de salud, que constituya la falla en el servicio que se 
alega, y que permitan calificar la atención recibida por el señor Edgar Andrés Mejía 
como deficiente o inoportuna. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, y de acuerdo a las consideraciones expuestas, se 
REVOCARÁ la sentencia de primera instancia, y en su lugar, se negaran las pretensiones 
de la demanda. (…)”.2 

 
En atención al Precedente Judicial, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, no debe 
responder administrativa ni patrimonialmente respecto a la presunta falla en el servicio endilgada 
por la parte actora, por el presunto incumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado, 
teniendo en cuenta que no aporta elemento de juicio estructurante para demostrar que el INPEC 
haya tenido inferencia en los elementos estructurales del daño antijurídico, que deben cumplirse a 
cabalidad como conducta, nexo de causa y resultado o daño como consecuencia del trato 
brindado por el cuerpo de custodia. 
 
En aplicación del Artículo 167 de la Ley 1564 de 2012 por medio de la cual se expide el Código 
General del Proceso se establece:  
 

“…ARTÍCULO 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 
 
No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, 
distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso 
antes de fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará 
en mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, por tener en su poder 
el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido directamente en los 
hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre 
la contraparte, entre otras circunstancias similares.

3
” 

 
En relación con la carga de la prueba, en sentencia del 24 de febrero de 2016, La Honorable Corte 
Constitucional en Sentencia C-086 de 2016, consideró que ésta comporta una conducta 
facultativa, cuya omisión genera como consecuencia la pérdida del derecho sustancial debatido 
dentro del proceso; así lo señaló: 
 

“(…) Una de las principales cargas procesales cuando se acude a la administración de justicia, en 
general, y a la jurisdicción civil, en particular, es la concerniente a la prueba de los hechos que se 
alegan. La carga de la prueba es un elemento característico de los sistemas procesales de tendencia 
dispositiva. Se conoce como principio “onus probandi”, el cual indica que por regla general corresponde 
a cada parte acreditar los hechos que invoca, tanto los que sirven de base para la demanda como los 
que sustentan las excepciones, de tal manera que deben asumir las consecuencias negativas en caso 
de no hacerlo

 4
. 

De acuerdo con la doctrina, esta carga procesal se refiere “a la obligación de probar”, de presentar la 
prueba o de suministrarla, cuando no el deber procesal de una parte, de probar la (existencia o) no 
existencia de un hecho afirmado, de lo contrario el solo incumplimiento de este deber tendría por 
consecuencia procesal que el juez del proceso debe considerar el hecho como falso o verdadero”

5
. En 

tal sentido la Corte Suprema de Justicia ha explicado cómo en el sistema procesal se exige, en mayor 
o menor grado, que cada uno de los contendientes contribuya con el juez al esclarecimiento de la 
verdad:  
 
En las controversias judiciales, por regla general, cada una de las partes acude al juez con su propia 
versión de los hechos, estos es, que presenta enunciados descriptivos o proposiciones fácticas a partir 

                                                           
2 Sentencia Radicado 11001-33-43-065-2016-00179-01 – Tribunal Administrativo de Cundinamarca. MP Doctor Juan Carlos garzón 
Martínez. Intervinientes EDILMA CORTES CASTRO Y OTROS  VS NACIÓN- MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO e INSTITUTO 
NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC 
3 Ley 1564 de 2012, Código General del Processo, Articulo 167. 

4 Luego de una prolongada evolución, las reglas de la carga de la prueba en materia civil han decantado hasta el punto que es posible resumir su 
doctrina en tres principios fundamentales: “onis probando incumbit actori”, al demandante le corresponde probar  los hechos en que funda su 
acción, “reus, in excipiendo, fit actor!, el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa; y, 
“actore non probante, reus absolvitur”, según el cual el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos 
fundamento de su acción”. Corte Constitucional, Sentencia C-070 de 1993. 
5 Leo Rosenberg. La carga de la prueba, Ediciones Jurídicas Europa América. Pág. 1. Cfr. Sentencia T-733 de 2013. 
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de las cuales pretende generar un grado de convencimiento tal, que sea suficiente para que se emita 
un pronunciamiento favorable al ruego que se eleva ante la jurisdicción. Dicho de otro modo, en el 
punto de partida de toda controversia procesal, cada uno de los extremos del litigio intenta convencer al 
juez de que las descripciones que presenta coinciden con la realidad y, a partir de aquellas, 
justamente, propicia el litigio. 
 
De esa manera, cuando hay una genuina contención, el sistema exige que cada uno de los 
contendientes correlativamente contribuya a que el juez supere el estado de ignorancia en el que se 
halla al respecto de los hechos debatidos, tarea que por lo general concierne al demandante respecto 
de sus pretensiones, y al demandado respecto de las excepciones. 
Desde luego, al juez no le basta la mera enunciación de las partes ‘para sentenciar la controversia, 
porque ello sería tanto permitirles sacar beneficio del discurso persuasivo que presentan; por ende, la 
ley impone a cada extremo del litigio la tarea de traer al juicio de manera oportuna y conforme a las 
ritualidades del caso, los elementos probatorios destinados a verificar que los hechos alegados 
efectivamente sucedieron, o que son del modo como se presentaron, todo con miras a que se surta la 
consecuencia jurídica de las normas sustanciales que se invocan”

6
. 

 
Esta Institución pretende que quien concurra a un proceso en calidad de parte asuma un rol activo 
y no se limite a refugiarse en la diligencia del Juez ni se beneficie de las dificultades probatorias o 
mala fortuna de su contraparte. En otras palabras, “las partes en el proceso deben cumplir con el 
deber de diligencia en lo que pretenden probar. Ninguna debe obrar con inercia porque ello causa 
que las consecuencias adversas de la decisión sean deducidas en su contra. El proceso no 
premia la estrategia sino la solución del conflicto con la participación de las partes7”. 
 
Además, por expresa disposición legal del inciso final del artículo 103 del C.P.A.C.A, “Quien acuda 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en cumplimiento del deber constitucional de 
colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia estará en la obligación 
de cumplir con las cargas procesales y probatorias previstas en este código”. (Negrilla 
fuera del texto). 
 
Finalmente, es importante precisar al Despacho que, en el material probatorio no se tiene 
certeza de las circunstancias que dieron lugar a la muerte del señor  Yaisson Esmith Ursola 
Gutiérrez (q.e.p.d), pues en el folio 32 y 33 de la Historia Clínica se dejó la siguiente 
observación: 
 

“(…) 
 
Egreso por fallecimiento – MEDICINA INTERNA. 
 
Diagnósticos antes de la nota: DESNUTRICIÓN PROTEICOCALORICA SEVERA – NO 
ESPECIFICADA, AFECCIONES RESPIRATORIAS DEBIDAS A AGENTES EXTERNOS NO 
ESPECIFICADOS. 
 
Fecha y hora del fallecimiento: 30/09/2019 19:30 
No se realiza certificado de defunción porque: Muerte natural sin diagnóstico claro (requiere 
autopsia clínica) 
(Se realiza) orden de necropsia. 
Tiempo entre el ingreso y el fallecimiento fue de: 2 días, 6 horas, 28 minutos. 
 

(…)”. Negrilla subrayada fuera de texto. 
 
Con el registro anterior, se puede determinar que NO se tiene certeza de las causas que 
originaron las patologías sufridas por el señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), las 
mismas que llevaron a su deceso. Contrario a esto, se puede evidenciar los trámites adelantados 
por el INPEC y el Operador del Servicio de Salud para la Población Privada de la Libertad, con el 
fin de garantizar la salud, vida e integridad del señor Ursola Gutiérrez.   
 
Del mismo modo, se hace énfasis en las medidas adoptadas por el Establecimiento Penitenciario, 
pues indico: 
 

“(…)   

Entre las medidas adoptadas para prevenir contagios de TB, se realizó por nexo epidemiológico la toma de muestra 
para Baciloscopia seriada más cultivo al interno que era el convive del interno URSOLA GUTIERREZ, quien para 
esa época fue el interno JUAN BAUTISTA VEGA PEREZ.  Al interno VEGA PEREZ, le fue realizado el análisis de 
Baciloscopia seriada 03 muestras, para las cuales el Laboratorio COLCAN reportó que no se observaron Bacilos 

                                                           
6 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 28 de mayo de 2010. Exp. 2300131100219980046700. M.P. Edgardo Villamil Portilla. 

7
 Corte Constitucional, Sentencia T-733 de 2013. 
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Acido Alcohol Resistentes - BAAR en las 03 muestras analizadas;  así mismo, el Laboratorio reportó NEGATIVO el 
cultivo para Mycobacterias en medio sólido.  (Se adjunta copia del resultado de Baciloscopia seriada más cultivo). 

En este punto, es procedente indicar que desde el correo de la Junta de Patios, con fecha 24/08/2022 se reporta la 
ubicación del PPL YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ, donde se evidencia que para el mes de septiembre de 
2019, en la Celda 130 - Patio 03 - Pasillo 3a; se encontraban (03) internos asignados a esa celda; pero al indagar al 
interno ANLLYN DAVID HERNANDEZ MONTOYA, el interno refiere que en el año 2019 se encontraba en el patio 
06, y que no conoció ni por nombre ni por alias al privado de la libertad YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ; 
la información suministrada por el interno quedó registrada en la valoración médica realizada en el área intramural el 
día 25/08/2022.  (Se adjunta copia de la información enviada por la Junta de Patios, y copia de la valoración médica 
del interno HERNANDEZ MONTOYA). 
 
(…)”. 

 
Por tanto, para el presente caso la parte actora en su actuación y trámite de demanda realiza una 
omisión probatoria traducida en una carga procesal incumplida por ese extremo demandante en 
probar que el actuar del INPEC fue negligente respecto de sus obligaciones  con el señor  
Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), pues como se ha indicado en la presente 
contestación y pruebas adjuntas, las obligaciones del INPEC son las relacionadas con la custodia 
de los PPL remitidos por Autoridad Judicial, para el cumplimiento de una Sentencia Judicial o el 
Control de la Medida de Aseguramiento ordenada por esta Autoridad, y no las de prestar el 
servicio de salud, pues estas funciones de manera legal ya han sido designados a otras 
Entidades. Ademas, el INPEC actuó de manera diligente y eficiente, en cuanto al traslado del 
señor  Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), al hospital San Rafael del Tunja, una vez tuvo 
conocimiento de su estado de salud. 

 
V.   EN CUANTO A LOS PERJUICIOS QUE RECLAMA LA PARTE ACTORA 

 
Solicito a su señoría no atender a las pretensiones del aquí demandante por las razones que 
seguidamente expongo: 
 
Al validar el reporte de Ingresos y salidas de visitas recibidas por el señor Yaisson Esmith Ursola 
Gutiérrez (q.e.p.d), se puede evidenciar que de los hoy demandantes, No registran tan siquiera 
una visita de Victor Manuel Ursola y Darling Dayana Ursola Gutierrez, y otros Demandantes lo 
visitaron muy pocas veces. Por lo anterior, la entidad demandada no encuentra asidero razonable 
de los daños morales, toda vez que respecto a las salvedades, algunos de los demandantes en el 
presente proceso no realizaron visitas al PPL, denotándose el desinterés por su persona, la 
desunión y la falta de apoyo familiar. 
 
Con respecto de los perjuicios morales, El Consejo de Estado8, ha manifestado que; 

 
“La demostración del parentesco no se constituye en forma alguna en una manera de 
legitimación en la causa por activa / PERJUICIOS MORALES - Para su reconocimiento no basta 
con la simple verificación. 
 
Cuando se demanda la responsabilidad extracontractual del Estado, la demostración del parentesco no 
constituye en forma alguna una manera de legitimación en la causa por activa de los demandantes, 
toda vez que, se insiste, la legitimación nace del carácter de perjudicado o damnificado con el hecho 
dañoso, y que el vínculo parental demostrado a través del registro civil, lo único que permite es facilitar 
a las víctimas la demostración del perjuicio sufrido. (…) Lo anterior significa que la valoración 
probatoria que debe hacer el juez para acceder al reconocimiento de los perjuicios en acciones como la 
presente, no puede entenderse en forma alguna como una simple verificación de la relación de 
parentesco de los demandantes, sino que es deber del fallador hacer acopio de todos los elementos 
probatorios obrantes de manera que verifique la existencia de criterios o referentes objetivos para su 
cuantificación.”  

 
La parte actora pretende demostrar la afectación moral de los demandantes, sin allegar al 
despacho prueba o instrumento legalmente aceptado para medir o evaluar una característica de 
perjuicio psicológico específico como lo es la afectación moral y las consecuencias que de ella 
derivan, la cual debe realizarse por un profesional idóneo o demostrarse en el proceso de acuerdo 
a las reglas del derecho procesal. No es aceptable recibir medición de este tipo de afectación 
única y exclusivamente con las manifestaciones de los demandantes, cuando existen pruebas e 
instrumentos idóneos para tal fin, de acuerdo a las contempladas en nuestro ordenamiento 
jurídico. 
 

                                                           
8
 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Subsección A C.P. Hernán Andrade Rincón, 

Radicación número: 25000-23-26-000-2001-01952-01(29719), veinticuatro (24) de julio de dos mil trece 
(2013), 
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Ruego a su señoría en consecuencia la no aceptación de las pretensiones, no reconocer daños 
morales a los demandantes, verificando únicamente el parentesco con el señor del Yaisson 
Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d), sin surtirse la demostración probatoria que así lo indique para 
el fallador, sumado a esto, El Consejo de Estado ha manifestado que la valoración probatoria que 
adelante por parte del Juez para acceder al reconocimiento de los perjuicios en acciones como la 
presente, debe basarse  en el análisis de todos los elementos probatorios obrantes de manera 
que verifique la existencia de criterios o referentes objetivos para su cuantificación tales como: “las 
características mismas del daño, su gravedad y extensión, el grado de afectación en el caso a 
cada persona, vale decir, el conjunto de elementos o circunstancias de hecho que enmarca la 
situación del demandante afectado, para, por vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, 
llegar a concretar un monto indemnizatorio determinado”9. 
 
Es preciso pronunciarse en cuanto a la estimación o tasación de perjuicios morales, ya que es 
aceptable en cierta medida la falta de rigorismo o exactitud, dada la dificultad de una valoración en 
dinero acogiéndose a cánones estrictos y ello se debe entre otras circunstancias a la imposibilidad 
de valerse de baremos, tablas o fórmulas matemáticas que permitan objetivamente llegar a un 
resultado, pues bien, al no existir un parámetro utilizable para fijar dicho monto indemnizatorio, 
queda al prudente arbitrio del Juez fijarlo, y sin desconocer el principio de la reparación integral, 
valorará aspectos relevantes como el hecho generador de la responsabilidad, la naturaleza de la 
conducta y la magnitud del daño causado; todas estas, pautas que deben auxiliar al fallador para 
su respectiva tasación. 
 
En esta medida, no es justificable que se indemnice a la víctima con sumas desproporcionadas y 
exageradas, que no atienden a principios de una reparación integral, sino más bien a imposición 
de sanciones o indemnizaciones de carácter punitivos, totalmente contrarias a nuestro 
ordenamiento jurídico. 
 
Así las cosas, resulta conveniente mencionar lo que opina la doctrina a este respecto, pues bien, 
el doctor Ramón Daniel Pizarro, en su obra "DAÑO MORAL: PREVENCIÓN. REPARACIÓN. 
PUNICIÓN", Editorial Hammurabi, Buenos Aires (Argentina), reimpresión 2000, págs. 27, 315 y 
316, indica: 

 
"Únicamente tiene que repararse el daño causado. Nada más, pero nada menos. El moderno derecho 
de daños requiere máxima prudencia a la hora de fijar criterios en tal sentido. Desde una perspectiva 
netamente resarcitoria, el hecho dañoso no debe convertirse en fuente de lucro para el damnificado y, 
correlativamente, en un factor de expoliación para el dañador, lo que ocurre cuando éste se ve 
compelido a indemnizar un daño total o parcialmente inexistente. (...) El principio de la reparación plena 
debe ser entendido, de tal modo, como resarcimiento de todo daño que se encuentre en relación de 
causalidad adecuada con el hecho generador. 
 
(...) pero, al mismo tiempo, impone asegurar al responsable que su obligación no habrá de asumir un 
límite mayor del daño causado. Insistimos en que desde una perspectiva netamente resarcitoria, el 
hecho dañoso no debe convertirse en una fuente de enriquecimiento para la víctima y de correlativa 
expoliación para el dañador. Las reglas que regulan la extensión del resarcimiento se orientan hacia 
esa finalidad."  
 
Adicionalmente, ha de tenerse presente que si los demandantes pretenden recibir tan altas sumas de 
dinero en compensación al perjuicio moral sufrido, deberán demostrar y justificar tanto la ocurrencia 
como la gravedad o circunstancias que lo llevan a solicitar dicho monto. 

 
La presunción de perjuicios morales se encuentra jurisprudencialmente construida, por lo tanto, 
admite prueba en contrario. 
 
En pronunciamiento realizado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en Sentencia de 
Segunda Instancia bajo radicado 110013336036201600310-01, Magistrada Ponente, Dra. María 
Cristina Quintero Facundo, con relación a la tasación de los daños morales, indicó lo siguiente: 
 

Así las cosas, encuentra esta Sala de Decisión que, no basta con la mera alegación del extremo activo 
frente a la aplicación de la presunción de daño moral que ha sido establecida por el Consejo de Estado 
y la sujeción estricta y casi mecánica a tabla de reconocimiento de perjuicios prevista en la Sentencia 
de Unificación del 28 de agosto de 2014, porque el Juez de la Reparación Directa, encuentra habilitado 
y tiene el deber de ponderar una pluralidad de circunstancias en particular aquellas que no fueron 
objeto de valoración en el dictamen médico legal de pérdida de capacidad laboral, y que demuestran 
una mayor y/o menor afección moral en cada caso en particular, respecto de la víctima directa y su 
grupo familiar. 
 

                                                           
9
 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 23 de agosto de 2012. Consejero Ponente. Hernán Andrade 

Rincón. Exp 24392. 
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En la descrita secuencia esta Sala ha decantado necesario ponderar los siguientes factores para la 
tasación del perjuicio moral derivado de lesión, para las víctimas indirectas: i) la gravedad o levedad 
de la lesión, determinada en el dictamen médico legal que establezca respecto de la víctima directa, 
índice de pérdida de capacidad laboral y demás aspectos objetivo de aquella; ii) la incidencia de la 
lesión en la vida de la víctima directa y su núcleo familiar, según apareje alteración negativa de su 
cotidianidad, evidenciando su magnitud y el sufrimiento anímico en quienes son víctimas indirectas, y 
iii) cercanía material y objetiva de las víctimas indirectas con el lesionado, en cuanto potencializa 
el dolor reflejo entre quienes tienen lasos afectivos o de solidaridad. 
 
Luego, si la gravedad de la lesión fue de tal dimensión como para suponer una significativa 
variación en el estado de salud de la víctima principal que, a su vez, implique que se ocasionó 
un daño moral a sus familiares de la misma magnitud, habrá lugar al reconocimiento de los 
perjuicios morales en los topes indicados en la tabla de unificación jurisprudencial. Por el 
contrario, si la lesión no implicó una alteración importante en el estado de salud de la víctima 
principal y, por ende, la incidencia de la misma en el daño moral causado a sus parientes 
comporta una menor severidad, no habrá lugar a adoptar los topes previstos en la sentencia de 
unificación. En este evento le corresponderá al Juez establecer el monto de la indemnización, en 
ejercicio de su arbitrio iuris y teniendo en cuenta lo que se encuentre probado en el proceso, así 
como los múltiples pronunciamientos jurisprudenciales sobre la materia. 
 
Cabe destacarse que, el análisis de la incidencia de la gravedad o levedad de la lesión será diferente 
cuando se trate de la víctima directa y/o de sus familiares, pues frente a la primera es claro que la 
lesión comporta mayor daño moral, comoquiera que es la persona que soporta la lesión en su 
humanidad, es sometida a tratamiento médico y sufrirá las consecuencias o secuelas de la misma, sea 
permanentes o transitorias, así como el cambio en su corporalidad y proyecto de vida, del cual es 
posible inferir un mayor dolor o afectación que permite el reconocimiento de los perjuicios morales en el 
tope de lo que ha sido señalado por el Consejo de Estado. Frente a las segundas, deberán evaluarse 
los medios probatorios y demás elementos que rodean el caso en concreto y permitan determinar la 
magnitud del daño moral causado. 
 

(…)”. 10 Negrilla subrayada fuera de texto. 

 
 

En cuanto a los demás perjuicios reclamados  
 

Como consecuencia de la negación y oposición a las pretensiones de la demanda, corran la 
misma suerte en el proveído.  
 

La parte demandante realiza solicitud de reconocimiento respecto de gastos funerarios de los 
cuales tuvo que incurrir para las exequias de su hermano Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez 
(q.e.p.d), sin embargo no aporta ningún soporte que demuestre esta afirmación. 
 
Igualmente en su demanda hacen referencia que el señor Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez 
(q.e.p.d), contribuida económicamente en los gastos de su familia, sin embargo es de indicarle al 
Despacho que el occiso se encontraba privado de la libertad desde algún tiempo, y tampoco 
allego documento soporte que diera soporte a esta afirmación. 
 
En atención a la falta de elementos probatorios, que permitan determinar unos posibles perjuicios, 
solicito al Despacho negar la solicitud del reconocimiento elevado por los actores en la demanda 
por el equivalente allí consignado. 
 

VI. OPOSICION A LAS PRUEBAS DOCUMENTALES SOLICITADAS 
 

Respetuosamente y en atención a la omisión del demandante, en solicitar mediante derecho de 
petición la información, es decir, al no dar cumplimiento a lo señalado por el artículo 173 
inciso segundo del Código General del Proceso, ruego al Despacho se rechace el petitum 
en este sentido realizado. 

 
 

VII. PRUEBAS APORTADAS 
 

1. Cartilla Biográfica.  
2. Reporte de Visitas. 
3. Copia Historia Clínica. 
4. Copia Correo Área de Sanidad del Establecimiento Respecto de Reporte de Casos de TB. 
5. Hoja de Vida Yaisson Esmith Ursola Gutiérrez (q.e.p.d). 

                                                           
10 Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Sentencia de segunda instancia  de fecha 18 de noviembre 

de 2021 en acción de reparación directa con radicación 11001333603620160031001. M.P. María Cristina 
Quintero Facundo. 
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6. Contrato de Aseguramiento Para la Prestación del Servicio de Salud a la PPL. No 145 de 29 
de marzo de 2019  

7. Valoración Medica_PPL_Anllyn Hernández Montoya_agosto_2022. 
8. Ubicación de Internos_Septiembre_2019. 
9. Reporte de Laboratorio_Convive_PPL_Juan Vega Perez_noviembre 2019. 
10. Reporte del Ente Territorial de Salud_TB_Año 2019. 
11. Email - Envío Informacion Referente a Caso de Tuberculosis _ Reparación Directa _ PPL 

Yaisson Esmith Ursola Gutierrez 
12. Reporte Inspección Técnica a Cadáver. 
 

 
VIII. ANEXOS 

 
1) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
2) Resolución Nombramiento Directora Regional Central. 
3) Poder debidamente conferido. 
4) Copia de Resolución 2529 del 16_07_2012 delegación funciones nombrar apoderados. 
 

IX. NOTIFICACIONES 
 

El suscrito apoderado se encuentra domiciliado en Bogotá D.C. y recibe notificaciones en la 
Carrera 10 No. 15 – 22 piso 10, Teléfono 3214562325, Edificio DANSOCIAL, de Bogotá, y/o al 
correo electrónico institucional Fernando.rojas@inpec.gov.co   en la Secretaría de su Despacho. 
 
De Usted Señora Jueza, 

FERNANDO ROJAS LOZANO 
C.C. No. 1.083.875.350 de Pitalito - Huila 
T.P. No. 252.571 del CSJ 
No. Telefónico: 3214562325 
Fernando.rojas@inpec.gov.co 
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FERNANDO ROJAS LOZANO <fernando.rojas@inpec.gov.co>

ENVÍO INFORMACION REFERENTE A CASO DE TUBERCULOSIS / REPARACION
DIRECTA / PPL YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ

1 mensaje

Sanidad Combita <sanidad.combita@inpec.gov.co> 26 de agosto de 2022, 14:36
Para: FERNANDO ROJAS LOZANO <Fernando.rojas@inpec.gov.co>
Cc: Sanidad Combita <sanidad.combita@inpec.gov.co>

150.5  CPAMSEB - SAL -                                                                                                      
Cómbita, 26 de Agosto de 2022

Doctor
FERNANDO ROJAS LOZANO
Responsable Grupo de Demandas y Conciliaciones 
Regional Central – INPEC
Carrera 10 No. 15 - 22  Piso 10  Edificio Dansocial
Bogotá, D.C. 
 
 

ASUNTO: INFORMACION REFERENTE A SU SOLICITUD / REPARACION DIRECTA / ATENCION EN SALUD A
PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD 
Interno: YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ - Cédula: 1.123.410.277  TD: 33317 

Cordial saludo;


Respetuosamente y en atención a su solicitud allegada el día 17/08/2022 mediante correo electrónico al área de
Sanidad del CPAMS EL BARNE, en el cual, entre otras cosas, se solicita información referente al caso de
Tuberculosis que presentó en el año 2019 el interno YAISSON ESMITH URSOLA GUTIERREZ (Q.E.P.D); sobre el
particular, a continuación nos permitimos desde el área de Sanidad del ERON realizar las siguientes precisiones:
 

·                
 El Ente Territorial de Salud,
 mediante correo electrónico de fecha 12/10/2021 remite al área de
Sanidad del
CPAMSEB el reporte de los casos de Tuberculosis (TB) del Establecimiento
Penitenciario de
Cómbita; en el correo allegado por la Dra. Martha Yolanda Arevalo
 Peña de la Secretaría de Salud de
Boyacá se relacionan (04) documentos
adjuntos, donde al revisar el primer archivo adjunto, se evidencia
cuadro en
formato EXCEL correspondiente a los casos de TB en Cómbita para el año
2019.  (Se adjunta
copia del correo emitido por el Ente Territorial de
Salud, junto con pantallazo del cuadro de los casos de
TB).
 
·                
Es importante acotar que para
el mes de septiembre de 2019 únicamente fue reportado el caso del
interno en
cita, y el evento fue reportado por el Hospital Universitario San Rafael de
Tunja directamente a la
Secretaría de Salud de Boyacá, toda vez que la detección
la realizó el Hospital.  Así mismo, de acuerdo a
la información verbal
suministrada por la Enfermera Profesional del Operador de Salud a nivel
 intramural
(Cruz Roja Colombiana - Seccional Cundinamarca y Bogotá), desde
el ERON no fue reportado ningún caso
de TB para el mes de septiembre de 2019.
 
·                
Entre las medidas adoptadas
para prevenir contagios de TB, se realizó por nexo epidemiológico la
toma de
muestra para Baciloscopia seriada más cultivo al interno que era el
convive del interno URSOLA
GUTIERREZ, quien para esa época fue el interno JUAN
 BAUTISTA VEGA PEREZ.   Al interno VEGA
PEREZ, le fue realizado el análisis
 de Baciloscopia seriada 03 muestras, para las cuales el Laboratorio
COLCAN
 reportó que no se observaron Bacilos Acido Alcohol Resistentes - BAAR en
 las 03 muestras
analizadas;  así mismo, el Laboratorio reportó NEGATIVO el
cultivo para Mycobacterias en medio sólido. 
(Se adjunta copia del
resultado de Baciloscopia seriada más cultivo).

En este
punto, es procedente indicar que desde el correo de la Junta de Patios, con
fecha 24/08/2022 se
reporta la ubicación del PPL YAISSON ESMITH URSOLA
GUTIERREZ, donde se evidencia que para el
mes de septiembre de 2019, en la
 Celda 130 - Patio 03 - Pasillo 3a; se encontraban (03) internos
asignados a esa
 celda; pero al indagar al interno ANLLYN  DAVID HERNANDEZ MONTOYA, el
 interno

https://www.google.com/maps/search/Carrera+10+No.+15+-+22%C2%A0+Piso+10?entry=gmail&source=g
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refiere que en el año 2019 se encontraba en el patio 06, y que no
conoció ni por nombre ni por alias al
privado de la libertad YAISSON ESMITH URSOLA
GUTIERREZ; la información suministrada por el interno
quedó registrada en la
valoración médica realizada en el área intramural el día 25/08/2022.   (Se
adjunta
copia de la información enviada por la Junta de Patios, y copia de la
 valoración médica del interno
HERNANDEZ MONTOYA).

 
Por otra parte, en cuanto a la
 información registrada en la Epicrisis de fecha 28/09/2019 emitida por el
Hospital
Universitario San Rafael de Tunja, donde al parecer un Dragoneante,
refiere que en el Instituto Penitenciario había
aproximadamente 10 reclusos con
 diagnóstico de Tuberculosis; al respecto, desde el área de Sanidad del
CPAMSEB,
no es posible emitir ningún pronunciamiento sobre el particular, toda vez que
desconocemos quién era
el personal asignado a la remisión del interno URSOLA
 GUTIERREZ y/o los motivos por los cuales se haya
realizado dicha
apreciación. 
  

Agradezco la atención prestada.


--


Atentamente,

Esmeralda Jiménez

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 2044 GRADO 07

AREA SANIDAD

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD. Este mensaje y los archivos electrónicos adjuntos, están destinados a ser utilizados
únicamente por los destinatarios autorizados y puede contener información confidencial cuya divulgación sin
autorización no está permitida, conforme a lo previsto en la Constitución Política de Colombia y en la Política de
Seguridad de la Información PA-TI-PL01 del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.   El que ilícitamente
sustraiga, suplante, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o impida esta comunicación, antes de que llegue a su
destinatario, estará sujeto a las sanciones penales correspondientes. Si por error recibe este mensaje, por favor
contacte en forma inmediata a quien lo envió y borre este material de su buzón. 
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